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SENTENCIA 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 
 

 Comparece ante nosotros el Sr. Miguel Pagán Feliciano (señor 

Pagán Feliciano) en su carácter personal y como dueño de Phillips 

Electric International, Corp. (en conjunto “apelantes” o 

“demandantes”). Los apelantes solicitan la revocación de la 

Sentencia dictada el 17 de julio de 2018 por el Tribunal de Primera 

Instancia (TPI), Sala de San Juan. Mediante el referido dictamen, el 

foro primario desestimó la Demanda incoada en contra de Oriental 

Bank por daños al crédito del señor Pagán Feliciano. El TPI concluyó 

que la causa de acción de los demandantes era de naturaleza 

extracontractual y estaba prescrita por haberse presentado luego de 

vencido el término prescriptivo de 1 año establecido en el Art. 1868 

del Código Civil de Puerto Rico, infra. La contención de los apelantes 

es que su reclamación versa sobre un incumplimiento de contrato 

y, por consiguiente, está sujeta al término prescriptivo de 15 años 

provisto por el Art. 1864 del Código Civil de Puerto Rico, infra. 
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I. 

 La decisión del foro primario fue el resultado de una moción 

de desestimación presentada por Oriental Bank al amparo de la 

Regla 10.2 de Procedimiento Civil, infra. Al así hacerlo, el TPI dio por 

ciertas todas las alegaciones de la Demanda y llegó a dos 

conclusiones importantes, a saber, que: la reclamación formulada 

por el señor Pagán Feliciano era de naturaleza extracontractual; y la 

acción estaba prescrita por haber transcurrido el término de 1 año 

dispuesto en el Art. 1868 del Código Civil de Puerto Rico, infra. El 

señor Pagán Feliciano y Phillips Electric International, Corp., 

presentaron la demanda en contra de Oriental Bank el 5 de junio de 

2017. Las alegaciones 1 a la 5 de la de Demanda identifican a las 

partes del caso y de la 7 en adelante se formula la reclamación 

correspondiente. En esta etapa procesal es pertinente transcribir la 

Parte III, IV y V de la Demanda intitulada Hechos relevantes.1 La 

misma lee como sigue: 

[…] 

7. El demandante compró en el mes de diciembre de 

2011, el vehículo de motor 2005 Lexus RX 330. Dicho 
vehículo de motor fue adquirido mediante un contrato 

de venta condicional y financiamiento con el BBVA, 
actual Oriental, por un balance original de $14,995.00. 

El pago mensual del préstamo era de $635.80.00. 

9. (sic) El 25 de abril de 2014, el demandante saldó el 
préstamo de automóvil número 9618949945 con 

Oriental y el 28 de enero de 2016, como no recibía el 
Título de Propiedad del Vehículo de Motor, acudió a las 

oficinas de Oriental, División de Préstamos de 
Automóvil en San Juan, donde le exigieron pagara la 
suma de $120.89 en supuestos cargos por demora para 

poderle hacerle entrega del Título de Propiedad del 

Vehículo de Motor. 

10. Con posterioridad al 29 de enero de 2016, el 
demandante advino en conocimiento de que Oriental 

había cometido un error en el manejo de la cuenta del 
préstamo de automóvil y no había acreditado 
correctamente los pagos realizados por el demandante, 

reportándolo como un cliente moroso a las distintas 
agencias que se dedican a reflejar el crédito de los 
individuos. Al solicitarle a Oriental su historial del pago 

                                                 
1 La Demanda omitió el número 8 al exponer las alegaciones e incluyó el número 

9 (lo cual aparente ser un erro clerical). Para fines de nuestro resumen, hemos 

utilizado la numeración según aparece en la Demanda. 
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del préstamo el demandante se percató que el error 
cometido por Oriental fue al incorrectamente no 

acreditarle el pago número 18 del préstamo de 
automóvil. El demandante personalmente y mediante 

email le reclamó al Oriental, por medio de la Sra. Lillian 
León, Seniors Customers Services Credit Operations 
and Collections, el error por ellos cometidos en el 

manejo de la cuenta y así como los daños causados. 

11. Que a pesar de lo anterior y la Sra. Lillian León 

comunicarle al demandante que “…su reclamación esta 
(sic) en proceso de investigación por el área Operacional 

del Banco. Una vez esto (sic) nos provean la notificación 
de su reclamación se le estará notificando por escrito la 
misma…” Oriental nunca le notificó el resultado de la 

investigación al demandante, a pesar de los 
requerimientos de éste (sic) último, por lo cual se ha 

visto obligado a demandar. 

[…] 

13. El incumplimiento de la parte demandada en el 
manejo correcto y diligente de la cuenta del préstamo 

del automóvil del demandante ha sido la causa directa, 
única y próxima del daño al crédito personal y 
crecimiento comercial del negocio del demandante. El 

demandante solicitó un aumentó en su línea de crédito 
en sus 3 tarjetas de crédito (dos American Express y 

una Visa) para aumentar la capacidad de compra de su 
negocio al suplidor principal y sus solicitudes fueron 
denegadas como consecuencia única y directa de la 

negligencia de Oriental en dañarle negligentemente su 
crédito. Este daño se valora en no menos de 
$400,000.00. Las incomodidades y molestias, que la 

negligencia en el manejo del préstamo por Oriental ha 

causado en el demandante, se valoran en $100,000.00. 

[…] 

18. Con respecto al mal manejo de la cuenta (préstamo 
de automóvil), lo cual pudo haber sido evitado con el 
despliegue de la debida diligencia por parte de Oriental, 

el demandante reclama como daños, como 
consecuencia directa de haberle dañado el crédito al 

demandante, el que cuando éste fue a comprar una 
guagua se le informó por Popular Auto que los intereses 
del préstamo de automóvil tenían que ser los más 

elevados (8.20%) porque su crédito no era excelente. Sin 
embargo, el crédito del demandante, antes que fuera 

dañado negligentemente por Oriental, era uno 
excelente. Este daño, producto del incumplimiento de 
la parte demandada en el manejo correcto y diligente de 

la cuenta del préstamo del automóvil del demandante, 

se valora en no menos de $15,000.00.2 

 Oriental Bank compareció ante el TPI y solicitó la 

desestimación del pleito al amparo de la Regla 10.2 de Procedimiento 

Civil, infra, por entender que se trataba de una reclamación 

                                                 
2 Recurso de apelación, Apéndice, págs. 22-24. 
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extracontractual presentada fuera del término prescriptivo de 1 

año.3 Los demandantes se opusieron a la moción de desestimación. 

Al hacerlo, los demandantes argumentaron que la causa de acción 

versaba sobre un alegado incumplimiento contractual sujeto al 

término prescriptivo de 15 años. Según los demandantes, el 

incumplimiento contractual consistió en manejar incorrectamente 

el préstamo y afectarles el crédito.4 En réplica, Oriental Bank arguyó 

que la Demanda no aludió a ningún término del contrato de 

préstamo para justificar la acción de incumplimiento contractual. 

Asimismo, argumentó que las alegaciones, 10, 11, 13 y 18 

demostraban que la reclamación no era de índole contractual.5 

 El 17 de julio de 2018, el TPI declaró Ha Lugar la moción de 

desestimación presentada por Oriental Bank y desestimó la 

demanda. Razonó que los daños reclamados por la parte 

demandante hubiesen ocurrido aun sin la existencia del contrato. 

Además, el foro primario expresó que los daños alegados no surgían 

“exclusivamente de la existencia del contrato” y que la 

responsabilidad del banco hacia el señor Pagán Feliciano emanaba 

del deber general de no causar daño a los demás. En fin, el TPI 

concluyó que la acción instada era extracontractual y, en 

consecuencia, estaba prescrita por haber transcurrido 1 año desde 

que los demandantes advinieron en conocimiento de los supuestos 

daños causados por Oriental Bank. 

El foro primario explicó que el plazo de 1 año comenzó a 

decursar el “29 de enero de 2017” y venció el “29 de enero de 2018”.6 

Entendemos que el TPI se equivocó al identificar los años de las 

fechas, pues la Demanda fue presentada el 5 de junio de 2017. A 

nuestro juicio, el TPI se refería a la fecha indicada en la alegación 

                                                 
3 Íd., págs. 14-18. 
4 Íd., págs. 10-13. 
5 Alegato en oposición, Apéndice, págs. 3-4. 
6 Íd., págs. 3-5. 
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10 de la Demanda de donde surge que “[c]on posterioridad al 29 de 

enero de 2016, el demandante advino en conocimiento de que 

Oriental había cometido un error en el manejo de la cuenta del 

préstamo de automóvil y no había acreditado correctamente los 

pagos realizados por el demandante, reportándolo como un cliente 

moroso a las distintas agencias que se dedican a reflejar el crédito 

de los individuos”. Así que podemos colegir que el TPI se refería en 

la Sentencia a las fechas 29 de enero de 2016 y 29 de enero de 2017 

para describir el plazo prescriptivo de 1 año. 

  Insatisfecho con el dictamen, la parte demandante acudió 

ante nosotros mediante recurso de apelación y formuló el siguiente 

señalamiento de error: 

ERRÓ EL TPI AL DESESTIMAR LA DEMANDA POR 

PRESCRIPCIÓN AL APLICAR EL PERIODO 
PRESCRIPTIVO DE UN (1) AÑO Y NO EL DE QUINCE 

(15) AÑOS PARA LA ACCIÓN DE INCUMPLIMIENTO DE 

CONTRATO.7 

 Las partes han comparecido y reiterado los planteamientos 

que esbozaron ante el TPI. Con el beneficio de la comparecencia de 

las partes, procedemos a resolver el recurso de apelación que 

tenemos ante nuestra consideración. 

II. 

A. La Regla 10.2 de Procedimiento Civil 

 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V) establece 

que toda defensa de hechos o de derecho contra una reclamación se 

expondrá en la alegación responsiva. No obstante, a opción de la 

parte que alega, las siguientes defensas pueden hacerse mediante 

moción debidamente fundamentada: (1) falta de jurisdicción sobre 

la materia; (2) falta de jurisdicción sobre la persona; (3) insuficiencia 

del emplazamiento; (4) insuficiencia del diligenciamiento del 

emplazamiento; (5) dejar de exponer una reclamación que justifique 

                                                 
7 Alegato de la parte apelante, págs. 2-3. 
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la concesión de un remedio; y (6) dejar de acumular una parte 

indispensable. Íd.   

El Tribunal Supremo ha resuelto que, a los fines de disponer 

de una moción de desestimación, los tribunales están obligados a 

dar por ciertas y buenas todas las alegaciones fácticas de la 

demanda presentada. Torres Torres v. Torres et al., 179 DPR 481, 

501 (2010); Pressure Vessels P.R. v. Empire Gas P.R., 137 DPR 497, 

504-505 (1994). El demandado debe demostrar que el demandante 

no tiene derecho a remedio alguno, aun cuando se interprete la 

demanda de la manera más liberal a favor del reclamante. Sánchez 

v. Aut. de los Puertos, 153 DPR 559, 569 (2001); Pressure Vessels 

P.R. v. Empire Gas P.R., supra, pág. 505.   

En El Día, Inc. v. Mun. de Guaynabo, 187 DPR 811, 820-821 

(2013), citando a Consejo Titulares v. Gómez Estremera et al., 184 

DPR 407, 423 (2012) el Tribunal Supremo esbozó que la 

desestimación de una demanda no procede a menos que se 

desprenda con toda certeza que el demandante no tiene derecho a 

remedio alguno bajo cualquier estado de hechos que pueda ser 

probado en apoyo a su reclamación. Al analizar este tipo de 

solicitud, los tribunales deben tener presente que la Regla 6.1 de 

Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V) solo exige una relación sucinta 

y sencilla de los hechos y la solicitud del remedio. Véase Pressure 

Vessels P.R. v. Empire Gas P.R., supra, págs. 505-506. 

B. La prescripción extintiva 

La prescripción es un asunto de derecho sustantivo y no 

procesal. García Pérez v. Corp. Serv. Mujer, 174 DPR 138, 147 (2008); 

Padín v. Cía. Fom. Ind., 150 DPR 403, 410 (2000), citando a Vega v. 

J. Pérez & Cía, Inc., 135 DPR 746 (1994) y Olmo v. Young & Rubicam 

of P.R., Inc., 110 DPR 740 (1981). El Art. 1830 del Código Civil de 

Puerto Rico (31 LPRA sec. 5241) establece que los derechos y las 

acciones se extinguen por medio de la prescripción. Santos de García 
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v. Banco Popular, 172 DPR 759, 766 (2007). A esos efectos, el Art. 

1861 del Código Civil de Puerto Rico (31 LPRA sec. 5291) dispone 

que “[l]as acciones prescriben por el mero lapso del tiempo fijado por 

la ley”. El propósito de la figura de la prescripción extintiva es 

ponerles certidumbre a las relaciones jurídicas y castigar la inacción 

de quien no ejerce sus derechos de manera oportuna. Santos de 

García v. Banco Popular, supra. 

Los términos prescriptivos varían según el tipo de derecho o 

acción. En lo pertinente al caso de autos, los contratos de préstamos 

se rigen por el término general de 15 años que establece el Art. 1864 

del Código Civil de Puerto Rico (31 LPRA sec. 5294). Santos de García 

v. Banco Popular, supra, págs. 774-775. Dicho plazo lo establece el 

Código Civil para ser aplicado a las acciones personales sin término 

especial de prescripción. Íd. 

Por otro lado, el Código Civil de Puerto Rico establece que las 

acciones de responsabilidad civil extracontractual prescriben por el 

transcurso de 1 año. Véase Art. 1868 del Código Civil de Puerto Rico 

(31 LPRA sec. 5298).8 Dicho término prescriptivo de 1 año se 

computa de conformidad con la teoría cognoscitiva del daño 

adoptada por el Tribunal Supremo en Colón Prieto v. Géigel, 115 DPR 

232, 243-247 (1984). La teoría cognoscitiva del daño establece que 

el término de prescripción comienza a transcurrir cuando el 

reclamante conoció o debió conocer el daño sufrido, el autor del 

daño, y los elementos necesarios para poder ejercitar efectivamente 

la causa de acción.  Fraguada Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, 188 DPR 

365, 374 (2012); COSSEC et al. v. González López et al., 179 DPR 

793, 806 (2010); Padín v. Cía. Fom. Ind., supra, pág. 411; Vera v. Dr. 

                                                 
8 El Art. 1868 del Código Civil de Puerto Rico (31 LPRA sec. 5298) establece: 

“Prescriben por el transcurso de 1 año: (1) La acción para recobrar o retener la 

posesión. (2) La acción para exigir responsabilidad civil por injuria o calumnia, y 
por las obligaciones derivadas de la culpa o negligencia de que se trata en el 

artículo 1802 [31 L.P.R.A. sec. 5141] de este código desde que lo supo el 

agraviado”.  
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Bravo, 161 DPR 308, 328 (2004); Toledo Maldonado v. Cartagena 

Ortiz, 132 DPR 249, 254-255 (1992); Colón Prieto v. Géigel, supra, 

págs. 246-247. 

En los casos de responsabilidad civil extracontractual es 

necesario “conocer quién es el autor para dirigir la demanda contra 

él”. (Énfasis en el original). Vera v. Dr. Bravo, supra, pág. 322. Sin 

embargo, el desconocimiento que impide ejercer la causa de acción 

no puede ser producto de la falta de diligencia del reclamante. 

Fraguada Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, supra; COSSEC et al. v. 

González López et al., supra, págs. 806-807; Padín v. Cía. Fom. Ind., 

supra. 

III. 

En el presente caso, debemos resolver si el TPI actuó 

correctamente al determinar que la reclamación de los demandantes 

era de naturaleza extracontractual. En consecuencia, debemos 

revisar si el tribunal apelado acertó al aplicar el término prescriptivo 

de 1 año establecido en el Art. 1868 del Código Civil de Puerto Rico, 

supra. Según la Demanda, la primera causa de acción se refiere a lo 

siguiente: 

10. Con posterioridad al 29 de enero de 2016, el 
demandante advino en conocimiento de que Oriental 
había cometido un error en el manejo de la cuenta del 

préstamo de automóvil y no había acreditado 
correctamente los pagos realizados por el demandante, 
reportándolo como un cliente moroso a las distintas 

agencias que se dedican a reflejar el crédito de los 
individuos. Al solicitarle a Oriental su historial del pago 

del préstamo el demandante se percató que el error 
cometido por Oriental fue al incorrectamente no 
acreditarle el pago número 18 del préstamo de 

automóvil. El demandante personalmente y mediante 
email le reclamó al Oriental, por medio de la Sra. Lillian 
León, Seniors Customers Services Credit Operations 

and Collections, el error por ellos cometidos en el 
manejo de la cuenta y así como los daños causados. 

(Énfasis y subrayado nuestro). 

. . .  .  . . .       . 

13. El incumplimiento de la parte demandada en el 
manejo correcto y diligente de la cuenta del préstamo 

del automóvil del demandante ha sido la causa directa, 
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única y próxima del daño al crédito personal y 
crecimiento comercial del negocio del demandante. 

El demandante solicitó un aumentó en su línea de 
crédito en sus 3 tarjetas de crédito (dos American 

Express y una Visa) para aumentar la capacidad de 
compra de su negocio al suplidor principal y sus 
solicitudes fueron denegadas como consecuencia 

única y directa de la negligencia de Oriental en 
dañarle negligentemente su crédito. Este daño se 
valora en no menos de $400,000.00. Las incomodidades 

y molestias, que la negligencia en el manejo del 
préstamo por Oriental ha causado en el demandante, se 

valoran en $100,000.00. (Énfasis nuestro).9 

Como puede observase, aun cuando la parte demandante 

menciona que hubo un alegado manejo incorrecto en la cuenta del 

préstamo, la realidad es que el acto de Oriental Bank que causó el 

supuesto daño fue el reporte a las agencias de información de 

crédito. Por ello, el daño reclamado fue la denegatoria posterior de 

solicitudes de aumento de unas líneas de crédito y, las angustias y 

sufrimientos mentales causados por la situación. Lo mismo ocurrió 

con la segunda causa de acción descrita en la Demanda que lee de 

la siguiente manera: 

18. Con respecto al mal manejo de la cuenta (préstamo 

de automóvil), lo cual pudo haber sido evitado con el 
despliegue de la debida diligencia por parte de Oriental, 
el demandante reclama como daños, como 

consecuencia directa de haberle dañado el crédito al 
demandante, el que cuando éste fue a comprar una 

guagua se le informó por Popular Auto que los 
intereses del préstamo de automóvil tenían que ser 
los más elevados (8.20%) porque su crédito no era 

excelente. Sin embargo, el crédito del demandante, 
antes que fuera dañado negligentemente por 

Oriental, era uno excelente. Este daño, producto del 
incumplimiento de la parte demandada en el manejo 
correcto y diligente de la cuenta del préstamo del 

automóvil del demandante, se valora en no menos de 

$15,000.00. (Énfasis nuestro).10 

Se trata del mismo tipo de reclamo por daños al crédito del 

señor Pagán Feliciano, pero ello en ocasión de tramitar otro 

préstamo de automóvil y obtener una oferta a mayor interés que el 

disponible para personas con crédito excelente. El Tribunal 

Supremo de Puerto Rico se ha expresado en cuanto a este tipo de 

                                                 
9 Recurso de apelación, Apéndice, pág. 23. 
10 Íd., pág. 24. 
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reclamaciones. La persona que, de manera negligente, provee 

información a una agencia de información de crédito, es responsable 

al amparo del Art. 1802 del Código Civil de Puerto Rico (31 LPRA 

sec. 5141) el cual establece: “El que por acción u omisión causa 

daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a 

reparar el daño causado”. Véase Torres Maldonado v. J.C. Penney 

Co., 130 DPR 546, 557-561 (1992). 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico explicó en Torres 

Maldonado que el Art. 1802 del Código Civil de Puerto Rico, supra, 

es la disposición que nuestro ordenamiento jurídico le provee al 

consumidor el remedio correspondiente en situaciones como las de 

autos. Torres Maldonado v. J.C. Penney Co., supra, pág. 559. Al 

asumir ciertas las alegaciones de la Demanda, es forzoso concluir 

que los alegados daños fueron causados por el acto de Oriental Bank 

de enviar la información negativa del señor Pagán Feliciano a las 

agencias de información de crédito. Sin el reporte a las agencias de 

crédito, no hubiesen existido los problemas posteriores que 

supuestamente confrontó el señor Pagán Feliciano al solicitar el 

aumento de líneas de crédito y el nuevo préstamo de automóvil. 

El alegado mal manejo del préstamo podía ser pertinente para 

demostrar el acto negligente del banco al proveer información 

negativa a las agencias de información de crédito, pero ello no 

convertía en incumplimiento contractual la causa de acción. De 

hecho, la Demanda no identificó una cláusula contractual de donde 

surgieran, de manera exclusiva, los daños reclamados. Véase 

Martínez Marrero v. González Droz, 180 DPR 579, 592 (2011), 

citando a Ramos v. Orientalist Rattan Furnt. Inc., 130 DPR 712, 727-

728 (1992). Conforme lo anterior, y luego de examinar con 

detenimiento las alegaciones de la Demanda, coincidimos con el foro 

primario en que la acción entablada por el señor Pagán Feliciano es 

de naturaleza extracontractual. 
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Ahora bien, lo anterior no atiende la totalidad del recurso 

apelativo. El TPI adjudicó una moción de desestimación que fue 

presentada al amparo de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra. 

El foro apelado tenía la obligación de dar por cierta cada una de 

alegaciones formuladas en la Demanda. Con ello en mente, es 

importante destacar que la alegación 10 de la Demanda fue utilizada 

por el TPI para establecer que el señor Pagán Feliciano advino en 

conocimiento de los daños el 29 de enero de 2016. Sin embargo, la 

alegación indica que el señor Pagán Feliciano advino en 

conocimiento “[c]on posterioridad al 29 de enero de 2016…”.11 

Por lo tanto, de esta alegación no podemos conocer la fecha en que 

comenzó a transcurrir el término prescriptivo de 1 año. 

La alegación 10 de la Demanda debió ser evaluada de la 

manera más favorable hacia el demandante. En consecuencia, lo 

correcto no era desestimar la Demanda al amparo de la Regla 10.2 

de Procedimiento Civil, supra. El TPI debió limitarse a resolver cuál 

era el término prescriptivo aplicable, lo cual hizo correctamente, y 

continuar el procedimiento correspondiente para dilucidar la fecha 

precisa en que el señor Pagán Feliciano advino en conocimiento del 

daño y su autor. 

Por los fundamentos expuestos, concluimos que el TPI actuó 

correctamente al concluir que la Demanda instada por el señor 

Pagán Feliciano era de naturaleza extracontractual y aplica el 

término prescriptivo de 1 año. Sin embargo, el foro primario erró al 

determinar que el señor Pagán Feliciano advino en conocimiento de 

la causa de acción el 29 de enero de 2006, pues no surge así de las  

alegaciones de la Demanda. Ante ello concluimos que el tribunal de 

primera instancia incidió al ordenar la desestimación de la totalidad 

de la demanda en esta etapa de los procedimientos. 

                                                 
11 Véase Demanda, alegación 10. Íd., pág. 23. 
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 Por lo tanto, revocamos la Sentencia y devolvemos el caso al 

foro primario para la continuación de los procedimientos.  

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Juez Gómez Córdova concurre con el resultado, pero 

entiende que además de no proceder la sentencia desestimatoria por 

prescripción, procede ordenar al demandante enmendar su 

demanda para que se desprenda con claridad las fechas en que se 

dieron los tres elementos de la causa de acción del Artículo 1802 del 

Código Civil. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


